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El artículo 657 del C. de Pr. Civil se expresa así: "657. - Los ins-
trurnentos públicos y los documentos privados extendidos en país extran-
jero de que se quiera hacer uso en Colombia, deben estar autenticados por

. el respectivo ,Agente Consular o Diplomático de la República, o en su de-
fecto por el de una nación amiga, lo cual hace presumir que se conforman
a la ley del lugar de su otorgamiento" .

De la lectura atenta de esta disposición se desprende con toda exac-
titud -que ese dispositivo legal no tiene aplicacién en el caso de las actas
de origen eclesiástico relativas a personas nacidas, o casadas, o muertas
en el seno de la Iglesia Católica. En efecto, tal estatuto legal se refiere a
"instrumentos públicos y los documentos privados extendidos en país ex-
tranjero", y es obvio que las actas eclesiásticas no tienen origen en país
extranjero. La palabra país es sinónima de nación, en el sentido que le a-
signa este texto Ieqal: y la Iglesia Católica no es una nación, pues carece
de territorio propio especial porque ella es universal. La Iglesia es una
persona jurídica perfecta que se encuentra extendida por toda la faz de
La tierra, por eso es católica, es decir universal; y en tal calidad ha sido
reconocida expresamente por el Concordato que rige las relaciones entre
dicha Iglesia y el Estado Colombiano.

Las disposiciones pertinentes del Concordato celebrado entre la
Iglesia y el Estado Colombiano, en cuanto al reconocimiento y prerroga-
tivas de la Iglesia como persona jurídica, se encuentran contenidas en los
artículos 1Q, 2Q, 3Q, Y 4Q y son del sigujente tenor:

"Art , 1Q - La Religión Católica, Apostólica Romana, es la de Co-
lombia; los poderes públicos la reconocen como elemento esencial del or-
den social. y se obligan a protegerla y hacerla respetar, lo mismo que a
sus ministros, conservándola a la vez en el pleno goce de sus derechos y
prerrogativas.
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Art. 29 ~ La Iglesia Católica conservará su plena libertad e inde-
pendencia de la potestad civil ,y por consiguiente sin ninguna intervención

.de ésta podrá ejercer libremente toda su autoridad espiritual y su jurís-
dicción eclesiástica, conformándose en su gobierno y administración con
sus propias leyes.

Art. 39 ~ La legislación canónica es independiente de la civil, y no
forma parte de ésfa: pero será solemnemente respetada por las autorída-
des de la República.

Art. 49 ~ En la Iglesia, representada por su legítima autoridad je~
rárquica, reconoce el Estado verdadera y propia personería jurídica y ea-
pacidad de gozar y ejercer los derechos que le corresponden ;."

Por su parte el artículo 22 de la ley 57 de 1 . 887 manda: "Se ten-
drán y admitirán como pruebas principales del estado civil, respecto de
nacimientos, o matrimonios, o defunciones de personas bautizadas, o ea-
sadas, o muertas en el seno de la Iglesia Católica .las certificaciones que
con las formalidades legales expidan los respectivos. sacerdotes párrocos,
insertando las actas o partidas existentes en los libros parroquiales. Tales
pruebas quedan sujetas a ser rechazadas o redarguidas y suplidas en los
mismos casos y términos que aquellas a que se contrae este título ,a las
cuales se las asimila" .

y el artículo 18 del Concordato dispone que "Respecto de matrí-
monios celebrados en cualquier tiempo de conformidad con lal dísposício-
nes del Concilio de Trento y que deban- surtir efectos 'civiles, se admiten
de preferencia como pruebas supletorias las de origen eclesiástico":

Pues bien, estas pruebas relativas al estado civil de las personasna-
cídas, o casadas, o muertas en el seno de la Iglesia Católica, producen ple-
nos efectos civiles, con la sola condición de que ellas hayan SIdo extendí-
das de acuerdo con las normas legales instituidas por el Derecho Canó-
nico, Derecho éste cuya observancia y aplícabílídad y obligatoriedad no
puede ser desconocida por los funcionados colombianos, y? que tal leqís-
lación es la única aplicable, de conformidad con las normas concordara-
rias.

Por esto, ha dicho la H. Corte Suprema de Justicia, en [uríspruden-
cia constate, que: "Las partidas eclesiásticas, extendidas en la forma pres,-
crita por la ley canónica, son documentos legalmente aptos para demos-
trar el estado civil de las personas, ya en virtud de lós arts. 22 de la ley
57 de 1887 y 19 de la ley 153 del mismo año, ya en virtud de un pacto
bilateral. con la Santa Sede. Tales documentos deben ser extendidos con
las formalidades requeridas para que sirvan como prueba y están sujetos
a ser rechazadC:s o redarguidos en los mismos casos y términos en que 10
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serían las actas del estado civil procedentes de los funcionarios civiles.
gn la formación y expedición de las actas de' origen eclesiástico, referen-
tes al "estado civil de las personas, se presume que el acto a que ellas se re-
fieren, especialmente el matrimonio, se ha celebrado con las formalidades
canónicas indispensables para la validez del acto. Por eso en sentencia de
8 de marzo de 1933 dijo la Corte: "no les es permitido a los funcionarios
del orden judicial, entrar a averiguar si una partida eclesiástica relativa
al estado civil llena las formalidades prescritas por la ley canónica, porque
eso sería invadir jurisdicción ajena, ni menos si un matrimonio ha sido
celebrado con el lleno de las formalidades canónicas, porque ambas leqis-
laciones, la civil y la eclesiástica, son independientes, constitucionalmente'>, •

hablando, y la una no puede inmiscuirse en el c.rculo de la otra". El arto
22 de la ley 57 de 1887 habla de las certificaciones que con las formalida-
des legales expidan los respectivos párrocos, insertando las actas o par-
tidas existentes en los libros parroquiales ... Ante la legislación civil, una
partida en esa forma, es también por imperio de los artículos 22 y 79, prue-
ba principal de la celebración del matrimonio, porque los funcionarios del
orden judicial, como 10 ha dicho la Corte, no pueden inmiscuirse en 10 re-
lativo a si una partida ha sido o no extendida de acuerdo con la ley canó-
nica. (Cas . de 25 de junio de 1.937) .

De 10 dicho aparece evidente que, en derecho colombiano, y para
los efectos del artículo 657 del Código de Procedimiento Civil, es preciso
hacer una verdadera diferenciación entre las actas eclesiásticas y los íns-

\

trumentos públicos o los documentos privados a que se refiere el antedí-
cho artículo 6.57"

y ésto resulta más evidente aún, si se tiene en cuenta cuál es la fi-
nalidad del contenido jurídico del artículo 657, finalidad que no es otra que
la de comprobar' o establecer que estos últimos instrumentos o documen-
tos están expedidos o extendidos de acuerd~ con la ley local, en aplica-
ción del principio de derecho internacional de que "lex loci regit actum ",
principio que nor íqe en relación con las actas del estado civil, expedidas
por las autoridades eclesiásticas, ya que, por virtud de 10 previsto en el
artículo 22 de la ley 57 de '188iy 79 de la 153 del mismo año, las certifica-
ciones expedidas por los respectivos curas párrocos, de acuerdo con las
normas del Derecho Canónico, están asimiladas y gozan de las mismas
prerrogativas de las partidas de origen civil colombiano. Y entre estas
prerrogátivas, de acuerdo con el artícuio 392 del Código Civil, está la
presunción de autenticidad y pureza de los mencionados documentos, pues
tal disposición expresa que "Se presumirán la autenticidad y pureza de
losdocumentos antedichos, estando en la forma debida".
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Por eso es por 10 que la H. Corte Suprema, en sentencia de casa-
ción de 30de junio de 1927, ha dicho: "Las partidas eclesiásticas de ma-
trimonio católico son documentos públicos y auténticos, ya en razón de
haberlas asimilado la ley a las actas del estado civil determinadas en el
Título 20, Libro 19 del Código Civil, las cuales son tales (artículo 678 del
Código Judicial), ya en virtud del Concordato, que, no obstante proceder
ellas de la autoridad eclesiástica, les otorgó valor civil, y se regulan en-
tonces por el principio de pruebas judiciales de que los requisitos de fon-
do - decísoría litis - se determinan por la ley de origen; y como en De-
recho Canónico las partidas de matrimonio religioso extendidas en debi-
da forma son documentos auténticos (canon 1815), en tal carácter deben
estimarse también por los Tribunales Civiles. .'

Si, pues, las actas de origen eclesiástico, sobre nacimientos, o ma-
trimonios, o defunciones de personas nacidas, o casadas, o muertas en el
seno de la Iglesia Católica, expedidas por los respectivos sacerdotes pá-
rrocos, de' acuerdo con las prescripciones del Derecho Canónico, gozan
per se de las notas de autenticidad y pureza que la ley civil colombiana
asigna a las actas sobre los mismos hechos, extendidas por las funciona-
rios civiles del estado, resulta claro y perfectamente obvio que la exigen-
cia del arüículo 657 del C. de Pr. Civil no tiene ninguna aplicación en tal
caso, pues a más de todo 10 dicho, resultaría inútil tal exigencia porque
sería para testificar una cosa que ya está plenamente reconocida por mi-
nisterio de la ley.

La autenticación que deben hacer los agentes consulares o díplo-
máticos de la República, de acuerdo con el mentado artículo 657, tiene la
finalidad de certificar que tal documento se encuentra extendido o expe-
dido de acuerdo con la ley extranjera, que en su confección u otorgamien-
to se han llenado los requisitos de la legislación de otro país o nación. Y
esto precisamente porque los funcionarios colombianos no tienen la obli-
gación de conocer .y saber l'a legislación de todos los estados o naciones
que componen el mundo actual internacional.

Pero no ocurre lo mismo tratándose del derecho de la Iglesia Ca-
tólica, pues que este Derecho, por virtud de las normas concordatarias
que nos rigen, es conocido, al menos de derecho, por los funcionarios de
Colombia. y, además, porque conforme a 10 antes expresado, la ley co-
lombiana ha dicho expresamente que las certificaciones expedidas por los
sacerdotes párrocos, de acuerdo con el Derecho Canónico, son pruebas
principales y gozan de las notas de autenticidad y pureza, en la misma
forma que las actas colombianas de origen puramente civil.

Tratándose de actas relativas al estado civil de las personas, pro-
ducidas fuera de la República de Colombia, es" pues, necesario distinguir
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entre las actas de origen eclesiást.ico y las actas de origen civil, ya que
las primeras tienen un tratamiento jurídico especial, de acuerdo con 10 di-
cho anteriormente, y, en cambio, las segundas se encuentran bajo la re-
gulación impera da por el artículo 657 del Código de Procedimiento Civil.

A reforzar la argumentación expuesta en el curso del presente ar-
tículo, viene la doctrina dada por la Corte Suprema de Justicia cuando
en sentencia de quince de mayo de 1.954, y bajo la pónencia del doctor
Daría Echandía, se estudió la forma. modo y manera como la legislación
canónica juega su papel dentro del Estado Colombiano. Dicen así algu-
nos apartes de dicha providencia:

"En virtud de estas estipulaciones concordatarias, (se refiere a los
artículos 29, 39, y 4Q del Concordato), el Estado colombiano reconoció a la
Iglesia Católica como persona jurídica de derecho público eclesiástico con
potestad legislativa, administrativa y jurisdiocional .

"Ellas reconocen al derecho canónico como un ordenamiento jurí-
dico independiente del ordenamiento jurjdico del Estado colombiano, pero
que puede producir efectos dentro del ámbito de nuestra legislación civil,
cuando ésta defiere. en ciertas materias, expresamente, al derecho de la
Iglesia. Según la doctrina actual de los canonistas acerca del sentido y
alcance de esa referencia del ordenamiento jurídico de! Estado al orde-
namiento jurídico de la Iglesia sólo son posibles, en tal materia, dos po-
siciones que suelen designarse con los calificativos de referencia material
o recepticia y referencia formal o no recepticia. En la primera las nor-
mas canónicas se consideran como incorporadas al derecho del Estado,
en el sentido de que le prestan su contenido, quedando de esa manera sus-
traídas al ordenamiento de su origen, sometidas a la influencia de las con-
cepciones del derecho que las recibe e íntimamente transformadas por és-
tas. En la segunda las normas canónicas son tomadas por el derecho del
Estado y hechas válidas o exequíbles en éste, como simples normas indi-
cativas, es decir, como normas que continúan considerándose extrañas al
ordenamiento jurídico que las recibe y existentes en el ordenamiento jurí-
dico de donde provienen, con las características intrínsecas y la vigencia
o validez que tienen en el ordenamiento de su origen.

"En los casos y materias en que la legislación colombiana defiere
a la canónica, (y ese es el caso relativo a las actas eclesiásticas del está do
civil de las personas), esa referencia es formal o no receptícía . Así re-
sulta, indudablemente, de los artículos 29; 39 Y 49 del Concordato. De esto
se desprenden consecuencias importantes, entre las cuales pueden citarse
la posibilidad de denunciar las violaciones de la norma canónica, aún en
casación, de acuerdo con el artfculo 520 del C. J.; la no aplicación de
esas normas por los jueces del Estad~ aun cuando no sean expresamente
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invocadas por las partes en los juicios civiles; la necesidad de que su in-
terpretación sea hecha según los criterios que establece el mismo derecho
canónico; ,la no aplicabilidad, respecto de las normas canónicas, de algu-
nos criterios propios del derecho del Estado, que están en' oposición con
los del Derecho Canónico, por ejemplo, del principio de que la ignoran-
cia de la ley no sirve de excusa; y, particularmente, la imposibilidad de
considerar que pueda h~ber co~f1icto entre la norma civil y la eclesiásti-
ca, pues cuando el derecho del Estado defiere formalmente a una institu-
ción de derecho canónico. esa deferencia implica que el derecho civil ad-
mite la reglamentación canónica relativa a esa institución" .

Con las ideas directrices señaladas por la Corte Suprema de Jus-
ticia, según acaba de verse, en relación con la materia del Derecho Canó-
nico frente al Derecho del Estado Colombiano, es fácil comprender cómo
en materia de actas o partidas eclesiásticas relativas al estado civil de las
personas, no tiene ninguna aplicación el contenido jurídico y legal del ar-
ticulo 657 del Código de Procedimiento Civil, no solamente por razón de
las disposiciones puramente civiles colombianas, sino también por man-
dato del 'Concordato celebrado entre la Santa Sede y el Gobierno de la
República. e

Medelljn, julio 28 de 1 .961 .
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